
 
 

 
 

 

 
 
 
 

 
 

OFICIO 220-223138 DEL 10 DE OCTUBRE DE 2022 
 

 
ASUNTO:  ACEPTACIÓN DE LA DESIGNACIÓN DE PERITO AVALUADOR. 
 
 
Me refiero a su comunicación radicada con el número de la referencia mediante la cual, 
previas las consideraciones allí expuestas, formula una consulta relacionada con la 
aceptación de la designación de perito avaluador en los siguientes términos:  
 

“Se sirva aclarar si para el caso de peritos avaluadores que en virtud de la ley 1673 
de 2013 fungen como auxiliares de la justicia en procesos de ejecución de garantía 
mobiliaria existe alguna norma que estipule el número máximo de designaciones que 
un perito avaluador pueda aceptar, en el entendido que de conformidad con el art. 
48 del Código General del Proceso son de forzosa aceptación.”  

 
Previamente a responder sus inquietudes, debe señalarse que, en atención al derecho de 
petición en la modalidad de consulta, la Superintendencia de Sociedades con fundamento 
en los artículos 14 y 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, emite conceptos de carácter general y abstracto sobre las materias a su 
cargo, que no se dirigen a resolver situaciones de orden particular, ni constituyen asesoría 
encaminada a solucionar controversias, o determinar consecuencias jurídicas derivadas de 
actos o decisiones de los órganos de una sociedad determinada. A su vez, sus respuestas 
a las consultas no son vinculantes ni comprometen la responsabilidad de la entidad.  
 
Con el alcance indicado, este Despacho procede a responder su pregunta en los siguientes 
términos:  
 
La Ley 1676 de 2013 en sus artículos 60 y 69 disponen que los bienes muebles en garantía 
deben ser avaluados por peritos designados de la lista que para el efecto hubiera 
establecido esta Superintendencia.  
 
Sobre el asunto, no se evidencia que exista norma específica que establezca un número 
máximo de designaciones que el perito avaluador pueda aceptar. Sin embargo, esto no 
quiere decir que la persona pueda aceptar todas las designaciones en las que sea 
nombrado, puesto que deberá analizar que no se encuentra inmerso en alguna inhabilidad, 
impedimento o incompatibilidad, en los términos del artículo 8 de la ley 1673 de 2013:  
 

“ARTÍCULO 8o. INHABILIDADES, IMPEDIMENTOS E INCOMPATIBILIDADES. 
Los avaluadores que realicen avalúos con destino a procesos judiciales o 
administrativos, o cuando sus avalúos vayan a hacer parte de las declaraciones y 
soportes que las personas y entidades realicen ante cualquier autoridad del Estado, 



 
 

 
 

  

 
 
 
 

tendrán las mismas obligaciones que los funcionarios públicos y se les aplicará en 
su totalidad las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades, contempladas en la 
normatividad que regule la materia. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades 
de orden civil a que hubiere lugar conforme a las leyes colombianas y los requisitos, 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades, contempladas en otras normas 
legales.” (Subrayado fuera del texto).  

 
Adicional a ello, y teniendo en cuenta que los auxiliares de la justicia prestan colaboración 
en el ejercicio de la función judicial y que la naturaleza del cargo exige que sean personas 
idóneas, de conducta intachable, excelente reputación, incuestionable imparcialidad, 
versación y experiencia en la respectiva materia, estos deben orientarse bajo los principios 
de responsabilidad, eficacia, transparencia, lealtad, imparcialidad, independencia, buena fe 
y solvencia moral.  
 
De acuerdo con lo señalado, los auxiliares de la justicia prestan colaboración en el ejercicio 
de la función judicial debiendo regirse bajo estrictos estándares de conducta, con lo cual es 
posible inferir que toda designación que acepten, la deben desarrollar siempre teniendo en 
cuenta el nivel y la carga laboral que tengan para ese momento específico, siendo ellos 
quienes determinen conscientemente si bajo sus habilidades y capacidades puedan llevar 
acabo la función para la cual fueron designados sin extralimitarse, para que así todas sus 
funciones puedan ser desarrolladas con los más altos estándares de calidad.  
 
En los anteriores términos se ha atendido su inquietud, no sin antes manifestarle que el 
presente oficio tiene los alcances del artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, y que en la Página WEB de ésta entidad puede consultar 
directamente la normatividad, los conceptos que la misma emite sobre las materias de su 
competencia los cuales también podrá ubicar en la herramienta Tesauro, entre otros. 


